
 

 

 

 

 

FCB 921/2021/CS1

R.O.

Quiñones de La Cruz, Néstor 

Pedro s/ extradición.

Corte Suprema de Justicia de la Nación
 

 

 

Vistos los autos: “Quiñones de La Cruz, Néstor Pedro s/ 

extradición". 

Considerando:

1°) Que el señor juez a cargo del Juzgado 

Federal n° 3 de Córdoba denegó la extradición de Néstor 

Pedro Quiñones de La Cruz a la República del Perú para ser 

sometido a enjuiciamiento por el delito de robo agravado 

(artículo 189, incisos 2 y 4 del Código Penal extranjero) 

en función del cual había sido requerido.

2°) Que en contra de lo así resuelto, los

representantes del Ministerio Público Fiscal dedujeron

recurso ordinario de apelación que fue concedido y fundado

en esta instancia por el señor Procurador General de la

Nación interino. A su turno, el señor Defensor General

Adjunto de la Nación abogó por la confirmación de la

sentencia apelada.

3°) Que en su presentación ante esta instancia,

la parte recurrente controvirtió los dos motivos que

esgrimió la sentencia para fundar el rechazo de la

entrega, marco en el cual criticó la inteligencia que se

le había atribuido a la irrazonable duración del proceso

extranjero en procedimientos como los de autos, en tanto

causal que obstaba a la procedencia (apartado V), como así

también el alcance que se le atribuyó al hecho de que

Buenos Aires, 19 de marzo de 2024



Quiñones de la Cruz tuviera una familia en nuestro país 

con hijos menores de edad (apartado VI).

4°) Que con carácter previo, y en atención a las 

consideraciones vertidas en los considerandos 3° a 5° de 

la sentencia dictada el 5 de septiembre de 2017 en la 

causa CFP 683/2015/CS1 “Polo Pérez, Johnny Omar s/

extradición art. 52”, cabe exhortar al juez de la causa 

para que, en lo sucesivo, ajuste el trámite a las pautas 

legales que rigen el procedimiento según las 

prescripciones del artículo 245 del Código Procesal Civil 

y Comercial de la Nación (cf. "Garín" Fallos: 344:21, 

considerando 3° y "Danev" Fallos: 346:129, considerando 

3°, entre otros).

5°) Que las consecuencias que la defensa oficial 

ha pretendido extraer de lo actuado por la fiscalía de 

grado al momento de fundar el recurso ordinario de 

apelación –ello con sustento en el precedente “Callirgós 

Chávez” (Fallos: 339:906) y su progenie- no resulta 

concorde con el modo en que esta Corte ha venido 

procediendo sobre el particular, tanto en recursos de la 

fiscalía como de la propia defensa.

Por otra parte, cabe señalar que, en el dictamen 

presentado ante esta instancia, el señor Procurador 

General de la Nación interino no fundó el memorial por 

mera remisión al escrito de interposición motivado al 

momento de su articulación por el fiscal de grado y 

tampoco se observa que se haya limitado a “ampliar la

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7947181&idCita=100309&numeroPagina=2
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7947181&idCita=100330&numeroPagina=2
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7947181&idCita=100310&numeroPagina=2
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7947181&idCita=100331&numeroPagina=2


FCB 921/2021/CS1

R.O.

Quiñones de La Cruz, Néstor

Pedro s/ extradición.

Corte Suprema de Justicia de la Nación

fundamentación” cumplida, sino que, por el contrario, le

ha dado sustento autónomo.

6°) Que por las razones invocadas en el apartado

III del dictamen que antecede, no existen dudas de que el

único delito por el cual fue requerido Quiñones de La Cruz

es el de robo agravado en los términos del artículo 189,

incisos 2 y 4 del Código Penal peruano, tal como se

desprende de la Resolución Suprema  043-2022-JUS suscripta

por el entonces Presidente de la República foránea, el

Ministro de Justicia y Derechos Humanos, y el Ministro de

Relaciones Exteriores, publicada en “El Peruano” de fecha

10 de marzo de 2022 (ver su copia en las páginas 157 y 158

del “Cuaderno de Extradición” obrante a fojas 36/115 de

los autos principales digitales).

Esa decisión aparece fundada en el artículo 37

“(…)  [que] de la Constitución Política del Perú dispone

que la extradición solo se concede por el Poder Ejecutivo,

previo informe de la Corte Suprema de Justicia de la

 (…)” yRepública, en cumplimiento de la ley y los tratados

en el numeral 1) del artículo 514 del Código Procesal

Penal según el cual “(…) corresponde al Gobierno decidir

la extradición, pasiva o activa, mediante Resolución

 (…)”.Suprema

Del artículo 1° de la resolución se desprende

explícitamente que solo se accedió a la solicitud de

extradición activa por el mentado delito, mientras que no



se lo hizo “(…) en el extremo referido a la presunta

”, por razones decomisión del delito de daño agravado

prescripción.

7°) Que en la sentencia apelada, luego de haber

descartado las pretendidas falencias formales de la

solicitud en lo tocante a que no contenía una “breve

” en losexposición de las etapas procesales cumplidas

términos del artículo VI.2.b del tratado aplicable

aprobado por la ley 26.082 o de que haya operado la

prescripción con base en una calificación legal más

benigna por la cual habría sido condenado un coimputado en

el proceso extranjero -tal como había bregado la defensa

en ocasión de los alegatos-, el juez  consideró, ena quo

primer lugar, que se había violado el plazo razonable de

duración del proceso en el  extranjero, para lo cual

acudió a estándares de la jurisprudencia interamericana

que prevé, a esos efectos, la valoración de cuatro

elementos: a) la complejidad del asunto; (b) la actividad

procesal del interesado; c) la conducta de las autoridades

judiciales; y d) la afectación generada en la situación

jurídica de la persona involucrada en el proceso.

Así pues, luego de valorar determinadas

circunstancias del proceso judicial foráneo y de citar

precedentes de esta Corte aplicables a procedimientos

judiciales internos, comprendió que cabía rechazar la

extradición con sustento en el mentado derecho fundamental.
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Por otra parte, ponderó la circunstancia de que

se pretendía juzgar a Quiñones por un hecho perpetrado

hacía trece años cuando contaba con dieciocho años de edad

recién cumplidos, y que su situación de familia había

variado ostensiblemente por cuanto residía en nuestro país

con sus tres hijos menores de edad, punto frente al cual

comparecía el principio del interés superior del niño en

el marco del juicio de proporcionalidad que le

correspondía formular.

Para concluir, valoró las circunstancias del

hecho punible que se pretendía enjuiciar (“peligrosidad

”); el extremo de que un coimputado haya sidodel hecho

condenado a una pena cuyo cumplimiento se dejó en suspenso

y al factor de que Quiñones residía hace más de diez años

en nuestro país –de manera regular- junto con su familia y

trabajo. A ello agregó –como parte de su análisis- que “[u]

na conclusión sensata de todo lo anterior nos demuestra

que el tiempo transcurrido desde el supuesto hecho no

 (…) puede considerarse como un plazo razonable conceder la

extradición del encartado no sólo afectaría la garantía

del plazo razonable sino también el interés superior del

 (…)” (acápite de la sentencia apelada denominado “niño

”).Conclusión sobre los efectos de la resolución

8°) Que el primer argumento que fundó la

decisión impugnada para rechazar la entrega –vinculado con

la violación del plazo razonable del proceso extranjero- y



que fue materia de agravio en el apartado V del dictamen, 

no resulta atendible.

En efecto, en el precedente 

“Crousillat” (Fallos: 329:1245, considerando 30) la Corte 

Suprema ha interpretado -a los fines que aquí competen 

que no son otros que los de la cooperación internacional 

en materia de extradición- el alcance que cabía 

atribuirle a las disposiciones peruanas que regulan el 

instituto de la prescripción de la acción, y en 

particular, el sentido del plazo ordinario previsto por el 

artículo 80 en su vínculo con el extraordinario regulado 

por el artículo 83 del Código Penal de ese país (ambas 

normas, junto con la del artículo 81 -reducción del plazo 

a la mitad por razones etarias-, aparecen transcriptas 

en la página 138 del “Cuaderno de Extradición” 

incorporado al sistema lex 100 el 24 de mayo de 2022, 

acápite séptimo de la resolución n°53/2021 -solicitud de 

extradición activa librada por la Segunda Sala Penal de 

Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Junín-, 

en función de lo previsto por el artículo VI.2.d del 

tratado bilateral aplicable).

En lo que aquí interesa, se ha sostenido que 

constituyen dos plazos de prescripción que, fundados en 

razones materiales, responden a fundamentos distintos. El 

primero (artículo 80), para poner un límite a la 

pretensión punitiva del Estado en condiciones razonables 

de tramitación de un proceso. El segundo (el del artículo 

83 in fine), para fijar un límite temporal con carácter
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general a partir del cual esa duración pasa a ser 

irrazonable y establecer, como sanción a esa 

irrazonabilidad imputable al Estado en la tramitación de 

un proceso, la prescripción de la acción penal (ver, 

además, considerando 4°, primer párrafo, in fine, de la 

sentencia de fecha 22 de junio de 2023 en la causa FMZ 

8318 /2017/CS1 “Rojas Zevallos, Yoe s/ extradición”).

9°) Que sentado lo expuesto, cabe señalar que el 

tratado bilateral que rige el caso prevé en su artículo 

IV.1.b que “[l]a extradición no será concedida: (…) si el 

delito o la pena hubiera prescrito con arreglo a la

legislación del Estado Requirente”.

Dado que -como se lo ha puesto de manifiesto- la 

legislación peruana establece, en las reglas que 

disciplinan ese instituto, “(…) una suerte de extinción de 

la acción penal por plazo irrazonable de duración del

proceso” (“Crousillat”, Fallos: 329:1245, considerando 27, 

in fine) tabulada normativamente en el artículo 83 del 

Código Penal, era dentro de ese estrecho marco que la 

cuestión podía ingresar al conocimiento del juez de la 

cooperación, para lo cual solo le cabía analizar si, sobre 

la base de las normas foráneas, subsistía la pretensión 

punitiva extranjera en función del transcurso de los 

plazos ordinario y extraordinarios contabilizados desde la 

fecha de comisión del hecho.

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7947181&idCita=100375&numeroPagina=7


Ese resultaba ser, pues, el único campo posible

dentro del cual la pregunta por la subsistencia de la

persecución penal foránea por su duración irrazonable

podía ser formulada, y solo por la razón de que el país

extranjero, en su ordenamiento normativo, regula ese plazo

dentro de las disposiciones atinentes a la prescripción.

Delimitación cognoscitiva que se desprende, pues, del ya

citado precepto del tratado bilateral aplicable allí

cuando prevé como “ ” omotivos para denegar la extradición

para no “ ” la prescripción de la acción o de laconcederla

pena con arreglo a las disposiciones del país requirente.

Ningún ejercicio de esa naturaleza podía ser

llevado a cabo en un caso como el de autos con sustento en

otros estándares, sino solo con base en lo que al respecto

prevé la legislación peruana en su artículo 83 y

únicamente porque el “plazo extraordinario” como “sanción”

por la duración irrazonable del proceso ingresa a ese

campo a través del instituto de la prescripción mentada

por el tratado bilateral.

10) Que en tales condiciones, no puede pasarse

por alto que fue la propia autoridad judicial extranjera

que libró la solicitud la que identificó el punto en los

términos antedichos.

Así pues, y tomando como  del plazo eldies a quo

día 3 de abril de 2009 (fecha de presunta comisión del

hecho punible) expresó, en el acápite séptimo de la citada
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resolución 53, que “[e]l delito de robo agravado no ha

prescrito a la fecha, puesto que, la pena máxima fijada

para este delito es de veinte años (plazo ordinario), más

la mitad de dicho tiempo (plazo extraordinario), plazos

que suman treinta años, menos la mitad de ese plazo, dado

que el acusado tenía 18 años en el momento de los hechos,

se concluye que la prescripción operaría a los quince años

”, extremocontados desde la comisión del delito en mención

que resulta concorde con el texto de las normas

extranjeras que fueron transcriptas en el pedido.

Esa inteligencia del punto fue la que debió

haber observado el juez de la causa, máxime teniendo en

cuenta, como ya se lo expresó en considerandos anteriores,

que la cuestión de la duración razonable del procedimiento

extranjero solo podía ingresar a su análisis en autos por

el estrecho marco de las reglas expresas de prescripción

foráneas que regulan el punto en disputa, en razón de la

limitación cognoscitiva que establece para el país

requerido el ya citado artículo IV.1.b del tratado

aplicable.

Por tales razones, y al mantener subsistencia

temporal la persecución penal en el país extranjero, con

arreglo a las disposiciones expresas de su legislación,

corresponde revocar la sentencia apelada en este aspecto.

Ello más allá de las eventuales defensas que, a este

respecto, pueda esgrimir el requerido en la jurisdicción



extranjera, incluso con base en los elementos concretos 

ponderados por el juez de la causa en la sentencia apelada.

11) Que por otra parte, y en orden al juicio de 

proporcionalidad cumplido por el a quo, corresponde 

remitir a lo ya señalado en el considerando 13 del 

precedente “Caballero López” (Fallos: 339:94) como 

fundamento para revocar la sentencia a ese respecto. Lo 

propio cabe hacer en punto al argumento del arraigo y la 

situación de familia del requerido en nuestro país, 

extremo que, a todo evento, deberá ser ponderado en la 

etapa de “Decisión Final” por el Poder Ejecutivo Nacional 

(cf., mutatis mutandis, sentencia de fecha 24 de noviembre 

de 2015 registrada en la causa CSJ 32/2013 (49-K)/CS1 

“Klementova, Vilma s/ extradición”, considerando 23).

Por lo demás y respecto de lo argumentado por el

juez a quo en punto a la incidencia del hecho de ser padre

-Quiñones- de tres hijos menores de edad, cabe remitir a

las consideraciones formuladas en el dictamen en su

apartado VI, con exclusión de su segundo párrafo, para

dejar sin efecto la sentencia apelada en este aspecto.

12) Que a ello cabe agregar que los dos motivos

invocados por la defensa oficial en el punto 4 de los

fundamentos de su contestación en esta instancia,

constituyen una mera reiteración de aquellos que ya había

hecho valer la defensora durante la etapa de debate y que

fueron abordados por la sentencia apelada. Esa parte no se
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ha hecho cargo de refutar los diferentes argumentos

esgrimidos para desestimarlos, razón por la cual, las

críticas aparecen infundadas.

13) Que por último, no mediando controversia

respecto de los restantes recaudos de procedencia, solo

cabe recordar que razones de equidad y justicia que

reconocen sustento en las normas de derecho internacional

de los derechos humanos, aconsejan que el juez de la causa

ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de

privación de libertad al que estuvo sujeto el requerido en

este trámite de extradición, con el fin de que las

autoridades judiciales extranjeras arbitren las medidas a

su alcance para que ese plazo de detención se compute como

si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del

proceso que motivó el requerimiento.

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el 

señor Procurador General de la Nación interino, el 

Tribunal resuelve: I) Encomendar al juez de la causa que, 

en lo sucesivo, atienda a la exhortación de que da cuenta 

el considerando 4°; II) Hacer lugar al recurso ordinario 

de apelación articulado por el Ministerio Público Fiscal, 

revocar la sentencia apelada y, en consecuencia, declarar 

procedente la extradición de Néstor Pedro Quiñones de la 

Cruz a la República del Perú para ser sometido a proceso 

por el delito de robo agravado. Notifíquese, tómese razón 

y vuelvan los autos al tribunal de origen para que se 

continúe con el procedimiento.

Firmado Digitalmente por ROSATTI Horacio Daniel Firmado Digitalmente por ROSENKRANTZ Carlos Fernando

Firmado Digitalmente por MAQUEDA Juan Carlos Firmado Digitalmente por LORENZETTI Ricardo Luis



 

 

Recurso ordinario de apelación interpuesto por los  Dres. Carlos María Casas 

Nóblega y Rodolfo José Cabanillas, Fiscal General y Auxiliar Fiscal, 

respectivamente, de la Fiscalía Federal n° 2 de Córdoba.

Tribunal de origen: Juzgado Federal n° 3 de Córdoba.

 
 

 
 




